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puerta de acceso, quien –a su vez– debe-
rá custodiar celosamente el mismo con 
el deber de realizar un uso racional del 
ingreso y tratando en lo posible de no 
afectar la intimidad del accionado y su 
familia, ni perturbar innecesariamente 
la tranquilidad a la que éstos son acree-
dores, con el cargo –también– de que di-
chas llaves deberán ser utilizadas por el 
propio administrador o por las personas 
que –bajo su responsabilidad– él desig-
ne, atendiendo sólo a razones exclusiva-
mente operativas.  Finalmente, corres-
ponde autorizar al demandado para que 
–a su exclusivo cargo y con la obligación 
del consorcio de prestar el máximo de 
colaboración– lleve a cabo todas las re-
formas que, según su criterio, resulten 

menester para aislar el paso a los ser-
vicios comunes, de modo de evitar –o 
neutralizar en la mayor medida posible– 
que se transite por su superficie propia 
para acceder a aquéllos, la que –de ser 
emprendida por el demandado– no de-
berá afectar las características estético-
arquitectónicas del inmueble, su segu-
ridad, ni sus condiciones estructurales 
y constructivas.  Para ello, aquél tendrá 
que contar con el aval de profesionales 
competentes que certifiquen acerca del 
cumplimiento de esos requisitos y, hasta 
tanto sea construida –de serlo–, le esta-
rá vedado clausurar el citado ingreso y 
dificultar de algún modo la posibilidad 
de tomar contacto con el mencionado 
sector.  M. M. F. L.
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1. — Si bien la Ley 22.427, que regula la 
inscripción de bienes inmuebles en el 
Registro de la Propiedad, establece que la 
constitución o transferencia de derechos 
reales sobre inmuebles y su inscripción 
en el Registro de la Propiedad Inmueble 
no estará condicionada a la obtención de 

certificaciones de libre deuda referentes a 
impuestos, tasas o contribuciones, inclu-
so municipales, que lo graven, teniendo 
en cuenta que en la actualidad el Gobier-
no de la Ciudad de Buenos Aires cuenta 
con el Código Fiscal, que en su art. 81 y 
siguientes contiene los recaudos que de-
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berán adoptarse para la inscripción de 
los inmuebles de su jurisdicción en el re-
gistro, y que, ante la Administración Gu-
bernamental de Ingresos Públicos, no es 
oponible la Ley Nacional 22.427, resulta 
de aplicación la legislación local.

2. — El Código Fiscal de la Ciudad de 
Buenos Aires dispone en el ar tícu lo 81 
que toda inscripción de inmuebles o bie-
nes muebles registrables originada en ac-
tuaciones judiciales requerirá respecto de 

los mismos una certificación de inexis-
tencia de deuda tributaria expedida por 
la Administración Gubernamental de 
In  gresos Públicos, al momento de solici-
tar el interesado la inscripción ordenada 
por el juzgado interviniente, y sólo podrá 
materializarse tal inscripción una vez 
acreditada ante el magistrado actuante 
–mediante certificación expedida por la 
Administración– la inexistencia de deu-
da tributaria sobre tales bienes.  M. C. C.
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Dado que la rectificación de un asien-
to por invalidez del título no puede ser 
ejercida en forma previa a la acción 
orientada a que se declare la invalidez 
del título registrado, cabe concluir que 
la presente acción tendiente a obtener 
la cancelación del asiento relativo a un 
inmueble adquirido por el actor, que 
también aparece como de titularidad de 
otras personas, debe ser rechazada, pues 
el accionante no ha atacado la validez de 
los actos jurídicos inscriptos.  Máxime 
que, en definitiva, el conflicto que pesa 
sobre la titularidad del departamento 
tiene su origen en una doble venta que 

habría sido ilícitamente llevada a cabo 
por original dueño del mismo, y que el 
Registro únicamente se limitó a otor-
garle publicidad a los actos celebrados.  
No resulta óbice que el Registro de la 
Propiedad Inmueble haya descubier-
to dicha situación décadas después de 
acontecida, que haya informado en di-
versas ocasiones que el actor era el único 
propietario de la finca o que su accionar 
haya derivado en el inicio de un proceso 
judicial, ya que la inscripción no conva-
lida el título nulo ni subsana los defectos 
de que adoleciere según las leyes (conf. 
art. 4º, Ley 17.801).


